
La nueva edición del PPP ofrece  
15.000 oportunidades de trabajo

JUSTICIA 

� El SEP inaugura el cronograma.    

� Irá con un decálogo de reclamos 
de diferente tipo.  

� La mayoría requiere fondos extras.  

� Fuentes del Ejecutivo adelantaron a 
Comercio y Justicia que sólo se revisará 
el cumplimiento  
de la cláusula gatillo por inflación.  

� El único punto que se anunciará es la 
baja de 8% a 6% en los aportes extra  
para la Caja de Jubilaciones.  

� Además, sumar más beneficiarios al 82%.  

� La reducción de la alícuota se aplicará 
en septiembre y octubre.  

� Gremios alertan sobre eventuales  
conflictos en el corto plazo.  

� La UEPC será convocada en octubre.
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Paritarias: activan la cláusula de revisión 
y advierten que “no habrá un peso más”

Aun cuando en instancia de  
cámara se le dio la razón a un 
consorcio para ampliar una  
demanda por expensas impagas, 
el tribunal de alzada desestimó 
que el magistrado de primera  
instancia cargue con los gastos 
por haber negado el pedido. 

El juez no  
paga costas
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El Tribunal Superior de Justicia 
cordobés que esa norma no  
se aplica hacia atrás en casos  
de indemnizaciones laborales 
agravadas. 

La ley “Bases”  
no es retroactiva
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La Corte Suprema anuló una  
merma de estipendios que había 
perforado el mínimo legal sin  
dar fundamentos que justificaran 
la decisión.

La baja de honorarios 
requiere razones
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NEGOCIOS 

Con esta iniciativa la marca apunta 
a  impulsar una nueva etapa de la 
movilidad electrificada en este 
mercado considerado muy  
importante para su expansión.

Leapmotor llegó a  
Córdoba con Autocity y 
respaldo de Stellantis
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Petroleras de  
Malvinas desafían 
a Milei: el proyecto 
Sea Lion avanza
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Hipotecarios: 13 bancos tomaron  
$200 mil millones en la primera  
licitación del Banco Central 2A

�Encabezó una reunión de gabinete.  

�El encuentro tuvo como eje principal la política económica.  

�En ese marco, volvió a confirmar que seguirá el “apretón  
monetario”, medida contraria al denominado “plan platita” de 
Sergio Massa, previo a las últimas elecciones presidenciales.  

�También se evaluó el impacto de la nueva estrategia por el  
tema Malvinas y la agenda legislativa que, entre otros puntos, 
incluirá el ingreso del Presupuesto 2027 la semana próxima.

Milei insistió en que no 
aflojará en el rumbo 
económico aun ante 
planteos de inyectar 
“más plata en la calle”
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Milei insistió en que no aflojará en el rumbo 
económico aun ante planteos de inyectar 
“más plata en la calle” 
Encabezó una reunión de gabinete. El encuentro tuvo como eje principal la política económica.  
En ese marco, volvió a confirmar que seguirá el “apretón monetario”, medida contraria al denominado 
“plan platita” de Sergio Massa, previo a las últimas elecciones presidenciales.  
También se evaluó el impacto de la nueva estrategia por el tema Malvinas y la agenda legislativa que,  
entre otros puntos, incluirá el ingreso del Presupuesto 2027 la semana próxima 

b
l presidente Javier Milei le rei-
teró ayer al gabinete de mi-
nistros que no hará cambios 

en la política económica y ratificó 
el rumbo. Fue en respuesta a una 
serie de datos negativos y de plan-
teos que se multiplicaron en las úl-
timas horas sobre la necesidad de 
afianzar la reactivación de la eco-
nomía con “más plata en la calle”. 

Milei les dijo a sus colaborado-
res que modificar lo que se está ha-
ciendo en materia económica se-
ría un error porque pondría en 
riesgo los “resultados” alcanzados. 

“El presidente ratificó el rumbo 
económico y sostuvo que no se re-
lajará la política monetaria bajo 
ningún concepto, al considerar 
que hacerlo sería un error y afecta-
ría la reputación construida y los 
resultados obtenidos”, señalaron 
fuentes oficiales al concluir la reu-
nión que se extendió por casi dos 
horas. 

Milei convocó por segunda se-
mana consecutiva a su cuerpo mi-
nisterial y, si bien el tema Malvinas 
acaparó buena parte de la charla, 
el jefe de Estado volvió a bajar un 
mensaje contundente. 

En esta ocasión hubo asistencia 
perfecta de todos los ministros y a 
la mesa se sumaron la senadora 
Patricia Bullrich y el presidente de 
la Cámara de Diputados, Martín 
Menem. 

Con nuevos datos privados que 
demuestran que la actividad eco-
nómica sigue estancada para todo 
lo que no sea petróleo, energía o 
minería, en las últimas horas cre-
cieron las voces que sugieren que 
es necesario que Milei acepte mo-
dificaciones al programa para ace-
lerar “el derrame”. 

Una fue la de la ex vicedirectora 
del FMI, Gita Gopinath, quien pi-
dió que el gobierno acelere la com-
pra de reservas internacionales, lo 
cual de forma implícita propone 
un dólar más caro. 

Por su parte, el ex ministro de 
Economía, Domingo Cavallo, in-
siste en cada aparición pública en 
la necesidad de que el gobierno le-
vante por completo el cepo y com-
pre más dólares. 

En el mismo sentido, se pro-
nunció el economista, Rodolfo 
Santángelo, quien marcó que “no 
existe disyuntiva” entre bajar la 

inflación y recuperar actividad, al 
sostener que “el arte de la política 
económica debe ser atacar las dos 
cosas simultáneamente, o sea, 
desinflación más reactivación”. 

A su vez, Pablo Goldin de la con-
sultora Macroview afirmó que “las 
restricciones del esquema mone-
tario no permiten la reactivación”. 

Estos son algunos de los tantos 
profesionales de la economía que 
vienen marcando la necesidad de 
ajustes. 

Las opiniones se acompañan 
con informes privados que mues-
tran que la economía no despega. 

El más reciente surgió de Adefa, 
que comunicó que en agosto la 
producción de automóviles cedió 
24% y las ventas a concesionarios 
14%. En tanto, los despachos de 
cemento en el octavo mes del año 
cayeron 8,1% en forma inter-
anual. 

Asimismo, la recaudación impo-
sitiva mostró bajas en el IVA con-
sumo y en el impuesto al cheque, 
lo cual confirma la debilidad de la 
actividad interna. 

Por otra parte, en el último in-
forme de Expectativas de Mercado 
que publicó el Banco Central, los 
analistas redujeron la previsión de 
crecimiento a 2% para 2026, cuan-
do al principio de año estaba en 
3,5% y el gobierno aspiraba a que 
fuera más de 5%. 

Pese a este escenario, Milei fue 
enfático con el objetivo de inducir 
a sus ministros a que no duden a la 
hora de comunicar que no habrá 
cambios. 

El próximo jueves habrá una bo-
canada de oxígeno para el discurso 
oficial cuando el Indec informe la 
inflación de agosto la cual estará 
por debajo de 2% retomando el 
sendero a la baja. 

El viernes “la palabra” será del 
ministro de Economía, Luis Capu-
to, que deberá llevar adelante una 
licitación de bonos para conseguir 
refinanciar $8 billones en venci-
mientos. El mercado estará atento 
a si “suelta pesos” o si sigue con la 
absorción. A juzgar por los dichos 
de Milei, lo más probable es que se 
incline por la primera alternativa. 

En otro aspecto vinculado a la 
economía, Milei ponderó las 
más de 17 mil desregulaciones 
que ya realizó el ministro del 

área, Federico Sturzenegger, quien 
también presentó detalles de la 
nueva ley de Mercado de Capitales 
que se encuentra en elaboración. 

 
Malvinas 
Durante la reunión de gabinete 
también se analizó la cadena na-
cional realizada por el presidente 
sobre la causa Malvinas, las medi-
das anunciadas y su impacto me-
diático. 

En este sentido se analizó el pro-
yecto de ley que será enviado al 
Congreso que contiene los cam-
bios propuestos y se determinó 
que sea en la Cámara de Diputa-
dos donde se inicie el tratamiento 
del proyecto. 

Dada la relevancia y el impulso 
que la Casa Rosada quiere darle al 
tema, se definió que este martes el 
canciller Pablo Quirno y el minis-
tro de Defensa Carlos Presti parti-
cipen de la Mesa Política para 
continuar ordenando los próxi-
mos pasos. 

En paralelo, la semana próxima, 
el Gobierno deberá enviar el pro-
yecto de Presupuesto 2027. 

En la mañana de ayer, Milei reci-
bió en la Casa Rosada a directivos 
de Tesla, quienes le comentaron 
los planes de la compañía en el pa-
ís. Estuvieron presentes junto al 
presidente, la secretaria general, 
Karina Milei, y el jefe de Gabinete 
de Ministros, Diego Santilli. 

Por parte de la empresa partici-
paron David Feinstein, Director de 
Finanzas, Comercio Global y Mer-
cados; Karen Steakley, Directora 
de Políticas Públicas y Desarrollo 
de Negocios; Stephan Spazier, Jefe 
de Nuevos Mercados; además de 
Francisco Mayorga y José Luis 
Martins. 

Luego, mantuvo una reunión 
con autoridades de DayOne Data, 
compañía que desarrolla y opera 
infraestructura digital para inteli-
gencia artificial y servicios de com-
putación en la nube. 

Por la tarde, recibió a Hela, el can 
que formó parte del plantel de De-
tectores de Narcóticos de la Policía 
Federal Argentina (PFA) y se retiró 
luego de intervenir en numerosos 
procedimientos bajo la Dirección 
General de Operaciones Antidro-
gas Hidrovía Paraná. 

De esta forma, Milei concentró 
actividades en un día, dada su pre-
disposición a no tener actividades 
en la Casa Rosada y trabajar en la 
residencia de Olivos. 

Hipotecarios: 13 bancos tomaron $200 mil millones 
en la primera licitación del Banco Central 
El Banco Central (BCRA) informó 
los resultados de la primera licita-
ción de los plazos fijos que, con re-
cursos del Fondo de Garantía de 
Sustentabilidad (FGS), financiarán 
nuevos créditos hipotecarios UVA. 

En este debut, 13 bancos toma-
ron $200.000 millones, de los cua-
les la mayor parte correspondió al 
tramo largo. 

A través de un comunicado ofi-
cial, la autoridad monetaria deta-
lló que fueron 18 bancos los que 

participaron, con 42 posturas pre-
sentadas y un monto de oferta to-
tal equivalente a $258.640 millo-
nes. De esa cifra se adjudicó 78%, 
mientras que 5 de los 18 bancos 
que se presentaron quedaron des-
cartados de la colocación. 

Asimismo, 82% de esos $200.000 
millones correspondió al "Tramo 2", 
que tiene un plazo de cinco años. La 
tasa promedio ponderada pactada 
en la licitación fue del 4,94% por so-
bre la inflación (UVA). El 18% restan-

te se adjudicó en el "Tramo 1", a un 
año y con un spread de 2,67% + UVA. 

Vale recordar que el BCRA es, en 
su carácter de colaborador técnico 
y operativo de la Anses como ad-
ministradora del FGS, quien orga-
niza y ejecuta las licitaciones cu-
yos fondos deberán ser destina-
dos, en forma exclusiva, al otorga-
miento de créditos hipotecarios 
para la compra, construcción o 
mejora de primera vivienda para 
personas humanas. 

NA
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La nueva edición del PPP ofrece 
15.000 oportunidades de trabajo 
Se trata de 7.500 cupos para prácticas laborales y otros 7.500  
para incorporaciones en relación de dependencia 

b
l gobernador Martín Llaryora 
encabezó el acto de lanzamien-
to de una nueva edición del 

Programa Primer Paso (PPP), una de 
las principales políticas provinciales 
destinadas a facilitar el ingreso de los 
jóvenes al mundo del trabajo. 

Esta nueva convocatoria ofrece 
15.000 oportunidades laborales 
para jóvenes de entre 16 y 25 años 
que se encuentren desempleados, 
y combina formación, entrena-
miento en ambientes de trabajo y 
generación de empleo registrado. 

Durante el acto, Llaryora expre-
só: “El PPP ha ido variando, siem-
pre escuchando a cada uno de los 
beneficiarios, pero también a aque-
llos que aplican el programa. Siem-
pre variando para mejor, siempre 
tratando de amoldarse a los nuevos 
tiempos” y afirmó  que la iniciativa 
se ha convertido “en uno de los ca-
sos de éxito más importantes en 
materia de primer empleo o de se-
lección de personal, no solo de la 
Argentina, sino de Latinoamérica”. 

 
Contexto actual  
Frente al difícil contexto económi-
co actual, Llaryora llamó a los em-

pleadores a seguir abriendo sus 
puertas a los jóvenes: “En estos mo-
mentos hay que abrir los corazones 
y abrir la fábrica, abrir el comercio y 
abrir los servicios, y darles una opor-
tunidad a los chicos, y dense una 
oportunidad a ustedes también”. 

En esta nueva edición, el progra-
ma contará con dos modalidades 
de participación: 7.500 jóvenes po-
drán ingresar a través de prácticas 
laborales y otros 7.500 mediante 
una contratación formal en rela-
ción de dependencia. 

En tanto, el intendente Daniel 
Passerin destacó: “El PPP ya es una 
política pública y un modelo de ar-
ticulación público-privada, pero 
fundamentalmente con la sociedad 
civil” y concluyó: “Gracias a los em-
presarios que siguen creyendo, gra-
cias a los que trabajan, que siguen 
esforzándose para mejorar, y gra-
cias a un gobierno como el de Mar-
tín, que sigue dando soluciones y 
claridad en un momento donde la 
situación nacional está tan difícil”.  

 
Dos caminos hacia el empleo 
En la modalidad Práctica Laboral, se 
dispondrán 7.500 cupos. Los jóvenes 

realizarán un entrenamiento de 20 
horas semanales durante seis meses 
en empleos del sector privado y par-
ticiparán además de instancias de 
capacitación vinculadas al mundo 
del trabajo. 

Cada beneficiario recibirá una 
asignación estímulo equivalente a 
un Salario Mínimo, Vital y Móvil 
(SMVM) cofinanciada entre el em-
pleador y el Gobierno de Córdoba, 
y contará con acceso al Boleto 
Obrero Social. 

La segunda modalidad permiti-
rá incorporar directamente a 7.500 
jóvenes en relación de dependen-
cia, con remuneración de acuerdo 
con el convenio colectivo corres-
pondiente. 

En estos casos, la Provincia 
acompañará al empleador duran-
te 12 meses con un aporte equiva-
lente a un SMVM, facilitando la ge-
neración de nuevos puestos de 
trabajo registrados. 

 
Una construcción junto  
al sector privado 
Uno de los pilares centrales del 
Programa Primer Paso es la articu-
lación público-privada. Son los 

empleadores quienes abren sus 
puertas, acompañan el aprendiza-
je y permiten que miles de jóvenes 
tengan su primera experiencia real 
de trabajo. 

El programa busca acercar dos 
necesidades: la de jóvenes que 
quieren trabajar y necesitan una 
primera oportunidad, y la de em-
pleadores que necesitan encon-
trar, formar e incorporar recursos 
humanos. 

El ministro de Producción, Cien-
cia e Innovación Tecnológica, Fer-
nando Sibilla, remarcó el rol del 
PPP en cuanto a la articulación pú-
blico-privada para acompañar a 
las empresas y sostener la genera-
ción de empleo: “En un contexto 
complejo de la actividad económi-
ca, esta política pública activa abre 
una oportunidad, una puerta para 

que las empresas que en Córdoba 
siempre están buscando alternati-
vas para ir para adelante encuen-
tren una oportunidad para seguir 
incorporando personas”. 

Gastón Ferrero, vicepresidente 
de la Unión Industrial de Córdoba, 
resaltó la importancia de esta ini-
ciativa tanto para los jóvenes co-
mo para sus familias.  

“Es una de las experiencias más 
importantes que he conocido en 
materia laboral. Vemos cómo 
muchos jóvenes ingresan en bus-
ca de su primer trabajo y, con el 
tiempo, logran desarrollarse, cre-
cer profesionalmente y hasta ini-
ciar sus propios emprendimien-
tos”, concluyó. 

Las inscripciones se realizan de 
manera digital a través de desarro-
lloyempleo.cba.gov.ar. 

PRENSA CBA



E
l Gobierno de Córdoba convo-
cará en los próximos días a di-
rigentes del Sindicato de Em-

pleados Públicos (SEP) para acti-
var la cláusula de revisión prevista 
para este mes en el marco de la pa-
ritaria firmada en mayo pasado y 
con vigencia hasta fin de año. 

El acuerdo incluye, entre otros 
puntos, un incremento salarial que 
a lo largo del período se ubicará en 
torno a 40%. 

El convenio firmado incluye un 
pago de 175.000 pesos no remune-
rativos en abril y 235.000 pesos en 
mayo. Desde junio se aplicará una 
cláusula gatillo por inflación en 
base al índice de la Dirección Ge-
neral de Estadística y Censos de la 
Provincia, como ejes centrales, 
además de otros aspectos que con-
templa el texto. 

En ese marco, el titular del SEP, 
Sergio Castro, adelantó a Comercio 
y Justicia cuáles serán los puntos 
que llevará a la mesa de revisión 
que, como es habitual en toda pari-
taria, conduce David Consalvi, se-
cretario General de la Gobernación. 

Se trata de un decálogo de recla-
mos que Castro apunta a poner en 

debate y lograr una solución oficial 
a los pedidos. 

La mayoría requiere más recur-
sos por parte de la Provincia. 

En ese contexto, Comercio y 
Justicia pudo confirmar un dato 
clave a partir de consultas entre 
miembros del gabinete de Martín 
Llaryora: “no habrá un peso más”, 
resumieron los informantes.  

Dicho en otras palabras, lo único 
que se va a evaluar en esta instan-
cia de revisión es si se cumplió la 
cláusula gatillo por inflación sobre 
los haberes y las sumas no remu-
nerativas acordadas en la paritaria 
de mayo. Cualquier otro elemento 
extra, salvo que no implique sumar 
erogaciones, no será atendido. 

“La decisión es clara. La recau-
dación sigue en baja y el contexto 
no marca que la tendencia vaya a 
modificarse en lo inmediato por lo 

que no hay ninguna posibilidad de 
atender algún reclamo extra que 
exija destinar más recursos”, coin-
cidieron los informantes. 

Por lo bajo recuerdan que las pa-
ritarias firmadas requirieron un es-
fuerzo fiscal que no estaba en los 
planes previos, máxime luego de 
haber anunciado una baja de la 
presión fiscal provincial a comien-
zos de año suponiendo un escena-
rio macro con crecimiento econó-
mico de seis por ciento y una infla-
ción apenas superior a un dígito. 

De más está decir que nada de 
eso ocurrió. 

Con una recaudación que, salvo 
excepciones, suma más de un año 
en baja y con obligaciones claves 
por atender, básicamente sociales 
y para los hogares más vulnera-
bles, la manta es corta, frase que 
define un escenario con ingresos 
que no alcanzan para cubrir todos 
los gastos requeridos. 

 
Aportes a la Caja 
Sí, en cambio, habrá un anuncio in-
minente que es la baja desde ocho 
por ciento a seis por ciento de la alí-
cuota máxima de aportes a la Caja 
de Jubilaciones, incluida en la ley 
11.087 de emergencia previsional. 

Tras un fallo del Tribunal Supe-
rior de Justicia (TSJ) que, aunque 
referido a un caso en particular, 
Llaryora sabe que más temprano 
que tarde deberá modificar la re-
glamentación de la norma y apli-
car esa reducción. Será en dos tra-
mos, un uno por ciento con los ha-
beres de septiembre y un porcen-
taje similar para octubre. 

En los hechos, ese Decreto debe-
rá publicarse en no más de 10 días. 
El costo fiscal de esa reducción es 
elevado y deberá ser cubierto por 
fondos del Tesoro provincial. 

Por lo demás, Llaryora también 
anunciaría la incorporación de 
nuevos jubilados al listado que ya 
cobra el 82%, promesa que había 
anticipado si la Anses cumplía con 
los envíos mensuales a cuenta de 
futuras auditorías para cubrir el ro-
jo de la Caja. 

Aunque Anses ya hace tiempo 
que no gira los 10 mil millones de 
pesos mensuales que en rigor la 
Provincia piensa netear de los 400 
mil millones de pesos de anticipo 
financiero que giró la Nación a 
Córdoba días atrás, en los hechos 
sólo fue una modificación del 
acuerdo original. O sea, la plata de 
Anses está. 

¿Madura un nuevo conflicto? 
En ese contexto, los gremios 
que concurran a la mesa de re-
visión volverán con las manos 
vacías, como para simplificar la 
situación. 

El SEP que junto a otros gremios 
como viales, la Unión de Personal 
Superior y legislativos, entre otros, 
acordó una revisión en septiem-
bre, recibirán la misma respuesta. 

En el caso del gremio que con-
duce Castro, el listado de pedidos 
incluye: 

• Blanquear una parte de la su-
ma no remunerativa que se cobra 
como parte del acuerdo original. 

• Recomposición de los ingresos 
de los jubilados a partir de una 
suba del piso para quedar exclui-
dos del diferimiento del monto ac-
tual de 1,65 millón de pesos de ha-
beres a 1,85 millón. Además, nue-
vas modificaciones al artículo 58 
que dispuso el denominado Apor-
te Solidario. 

• Ya en el marco de los reclamos 
propios de ese sector, la unifica-
ción de la ley de Salud 7133 a la 
7625. 

• Pedido de cubrir las bajas, por 
ejemplo por jubilaciones, se cu-
bran por altas que no sean vía mo-
notributistas o becarios. 

• Urgente recomposición de nue-
vos recursos humanos en los hospi-
tales. 

• Restitución del boleto gratuito 
para el personal de salud. 

• Nuevo Escalafón para el perso-
nal del Senaf, Complejo Esperan-
za, UDER y Residencias  

• Modificaciones en el Art 12 de 
la Ley 9361 de permanencia en la 
categoría y, finalmente, modifica-
ción del Token de la Apross. 

Castro espera un pronto llama-
do de la Provincia. Sin embargo, 
cuando se anoticie que la decisión 
oficial es no atender reclamos que 
impliquen nuevos fondos, es posi-
ble que el SEP active un eventual 
plan de lucha. 

 
UEPC 
En paralelo, el gremio docente fir-
mó una paritaria cuya cláusula de 
revisión es en octubre. Fuentes de 
UEPC adelantaron a Comercio y 
Justicia que también irán por otros 
reclamos.  

La respuesta será la misma que 
para el resto. Aunque aún restan 
varios días para esa reunión, tam-
bién desde el sindicato anticiparon 
que, de no recibir respuestas posi-
tivas al menos para algunos de los 
puntos reclamados, no descartan 
volver a un plan de lucha. 
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El SEP inaugura el cronograma. Irá con un decálogo de reclamos de diferente tipo. 
La mayoría requiere fondos extras. Fuentes del Ejecutivo provincial adelantaron 
a Comercio y Justicia que sólo se revisará el cumplimiento de la cláusula gatillo 
por inflación. El único punto que se anunciará es la baja de 8% a 6% en los aportes 
extra para la Caja de Jubilaciones. Además, sumar más beneficiarios al 82%.  
La reducción de la alícuota se aplicará en septiembre y octubre. Gremios alertan 
sobre eventuales conflictos en el corto plazo. La UEPC será convocada en octubre 

Paritarias: activan la cláusula de revisión  
y advierten que “no habrá un peso más”

ALFREDO FLURY 

aflury@comercioyjusticia.info

La actividad industrial  
sigue en baja 

 
El Centro de Estudios UIA (CEU) dio a conocer los re-
sultados de su tercera encuesta del año, realizada so-
bre una muestra de más de 600 empresas, que reflejó 
una profundización en el deterioro de la actividad in-
dustrial durante el mes de julio.  

La contracción del consumo local se mantiene co-
mo el obstáculo central para el desarrollo del sector 
productivo, se indicó luego del cruce que la UIA pro-
tagonizó con el Gobierno la semana pasada en el 
marco del Día de la Industria. 

De acuerdo con el relevamiento, "la debilidad de la 

demanda interna" impactó de manera directa en los 
indicadores operativos de la industria: 

El 50% de las empresas encuestadas registró caídas 
en sus ventas en el mercado local, mientras que el 
42,9% redujo su producción respecto a mediciones 
previas. 

El escenario resultó sensiblemente más complejo 
para las micro y pequeñas empresas, donde las caídas 
en las ventas alcanzaron al 54,8% de los estableci-
mientos y la baja en los niveles de producción afectó 
al 47,8%. 

A la desaceleración del volumen de actividad se su-
mó un incremento continuado en los costos operati-
vos, con un protagonismo creciente de los servicios 
energéticos.
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La Escuela de Gestión Jurídica 
de Fundación Graduados  

amplía su agenda con nuevas  
propuestas en derecho  
e inteligencia artificial

ESPACIO INSTITUCIONAL

Con una formación orientada a la práctica y a las demandas 
actuales del ejercicio profesional, Fundación Graduados 

presenta nuevas capacitaciones en derecho, comunicación, 
inteligencia artificial y herramientas para el  

posicionamiento profesional 
 
El mundo profesional atraviesa un proceso de transformación constante.  

Los cambios normativos, el avance de las nuevas tecnologías y la inteligencia  
artificial modifican las formas de trabajar y plantean la necesidad de incorporar 
conocimientos y herramientas de manera permanente. 

En este escenario, Fundación Graduados desarrolla una propuesta académica 
orientada a acompañar a estudiantes, profesionales y organizaciones en sus 
procesos de formación y actualización, buscando responder a las demandas 
concretas del ámbito laboral. 

Sus capacitaciones se desarrollan en modalidad online en vivo, lo que permite 
participar desde distintos puntos del país y mantener el intercambio directo  
entre docentes y participantes. 

 
Una agenda vinculada con las nuevas demandas profesionales 

A través de su Escuela de Gestión Jurídica y de propuestas complementarias, 
Fundación Graduados presenta una agenda que integra contenidos específicos 
para el ejercicio del derecho con nuevas competencias que atraviesan hoy el 
desarrollo profesional. 

Las inscripciones ya se encuentran abiertas. Para conocer los contenidos,  
realizar consultas o inscribirse, se puede visitar www.fundaciongraduados.org.ar, 
escribir a informes@fundaciongraduados.org.ar o comunicarse por WhatsApp 
al 351 5503510. 

Entre las próximas propuestas se encuentran: 
• Régimen Legal de Defensa del Consumidor – Ley 24.240 | Inicio: 10 de  

septiembre. Formación actualizada sobre el régimen de protección de  
consumidores y usuarios desde una perspectiva práctica, combinando análisis 
normativo, jurisprudencia y casos concretos. Dirigido a abogados, estudiantes 
avanzados de Derecho, funcionarios públicos, asesores legales y profesionales 
vinculados con las relaciones de consumo. 

• Propiedad Intelectual: conceptos, práctica y nuevos desafíos | Inicio: 16 de 
septiembre. Ideas, marcas, contenidos, diseños e innovaciones constituyen  
activos de creciente valor. El curso aborda las herramientas disponibles para su 
protección y los interrogantes generados por la inteligencia artificial y las  
tecnologías digitales. Está dirigido a abogados, emprendedores, empresarios, 
creadores, diseñadores, desarrolladores, innovadores y profesionales de  
distintas disciplinas. 

• Autogestión de Redes Sociales y Marca Personal | Inicio: 17 de septiembre. 
En un escenario donde muchas oportunidades y vínculos profesionales se generan 
en entornos digitales, comunicar quiénes somos, qué hacemos y cuál es nuestro 
diferencial se ha convertido en una competencia relevante. La propuesta brinda 
herramientas para gestionar redes, construir una marca personal y desarrollar 
contenidos estratégicos, incorporando casos prácticos e inteligencia artificial. 
Para abogados/as y profesionales independientes, estos conocimientos permiten 
fortalecer la presencia digital, comunicar sus áreas de práctica y construir un  
posicionamiento profesional coherente. No requiere conocimientos previos en 
marketing. 

• Claude IA: aprendé a usarla desde cero | Inicio: 22 de septiembre. Una  
propuesta práctica para incorporar la inteligencia artificial generativa al trabajo 
cotidiano. Permitirá explorar sus posibilidades para redactar y analizar  
documentos, resumir información, generar ideas, organizar proyectos y optimizar 
tareas, desarrollando criterios para comprender cómo, cuándo y para qué  
utilizar estas herramientas. No requiere conocimientos previos. 

• Régimen Jurídico del Futbolista Profesional en la Argentina y sus Implicancias 
en el Derecho Laboral | Inicio: 5 de octubre. Capacitación sobre un campo jurídico 
de creciente desarrollo. Abordará el Estatuto del Futbolista Profesional, la relación 
laboral jugador-club, riesgos del trabajo, fútbol femenino, menores, derechos 
económicos y conflictos del mercado deportivo. Está destinada a abogados,  
estudiantes avanzados de Derecho, agentes de fútbol, managers, representantes 
e intermediarios. 
Formación para transformar conocimiento en herramientas 

Fundación Graduados parte de entender que la formación profesional no finaliza 
con la obtención de un título. Los cambios en los entornos laborales requieren 
actualización continua, capacidad de adaptación y nuevas competencias. 

Por eso, sus programas buscan generar espacios donde el conocimiento  
académico dialogue con la experiencia profesional y se transforme en herramientas 
concretas para el desempeño cotidiano. 

A través de propuestas flexibles y contenidos vinculados con problemáticas 
actuales, Fundación Graduados continúa promoviendo una educación accesible 
y de calidad que acompañe el desarrollo profesional y amplíe las oportunidades 
de acceso al conocimiento. 

C
on una propuesta que com-
bina innovación, tecnología 
inteligente, accesibilidad y 

el respaldo del Grupo Stellantis, 
Leapmotor llegó a Córdoba con 
Autocity, con el fin de tener pre-
sencia en un mercado especial-
mente relevante para la expan-
sión de las nuevas marcas de ori-
gen chino.  

Vale destacar que entre enero y 
agosto de 2026, las marcas chinas 
alcanzaron una participación de 
10,1% del mercado cordobés, 
frente a 9,6% registrado en el país, 
y en este marco,  Córdoba se posi-
ciona además como el segundo 
mercado provincial con mayor 
volumen de patentamientos de 
marcas chinas, detrás de la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires 
(CABA). 

En este contexto, la inaugura-
ción de Autocity forma parte del 
plan de expansión de la marca en 
el país, que apunta a construir 
progresivamente una red comer-
cial capaz de acompañar su creci-
miento y brindar a los clientes ac-
ceso tanto a su portfolio de vehí-
culos como a servicios de pos-
tventa y respaldo.  

Cabe recordar que la marca Le-
apmotor nació en China en 2015 
como una start-up de vehículos 
de nuevas energías (NEV), com-
pletamente electrificada y carac-
terizándose por su identidad fu-
turista y ultra tecnológica. 

A principios de 2024, Stellantis 
y Leapmotor formaron una em-
presa conjunta llamada Leapmo-
tor International BV para explorar 
el mercado internacional y co-
mercializar la marca dentro del 
portfolio del Grupo Stellantis en 
todo el mundo, fuera de China. 

Tras comercializar cerca de 
600.000 vehículos globalmente en 
2025, los excelentes resultados de 
los primeros meses del corriente 
año, refuerzan la confianza de la 
marca en alcanzar su ambicioso 
objetivo de vender un millón de 
unidades este año en el mundo, lo 
que subraya su posición como 
uno de los actores de más rápido 
crecimiento en el mercado de ve-
hículos electrificados.   

“Leapmotor se apoya en una fi-
losofía simple y clara: acercar la 
innovación a más personas. Los 
vehículos de la marca combinan 
diseño minimalista, altos están-
dares de seguridad, equipamien-
to de última generación y tecno-
logías pensadas para mejorar la 
experiencia de uso cotidiana, to-
do dentro de una propuesta de 
valor altamente competitiva”, re-
saltan fuentes de la firma.  

Luego de haberse lanzado en 
otros países de la región, la marca 
llega esta semana a Argentina co-
mo la primera marca china en 
arribar al país de la mano de un 

grupo como Stellantis, con el res-
paldo que eso significa respecto 
del servicio de ventas y posventa, 
con una red sólida y la experien-
cia de marcas con más de cien 
años de historia en nuestro país. 

“Que Leapmotor sea parte de 
Stellantis representa diferentes 
ventajas para los clientes del pa-
ís: una red sólida de concesiona-
rios con mucha experiencia en 
Argentina, estrategias de ventas 
y posventa claras y federales, 
tiempos en las operaciones y, 
entre otras cosas, la posibilidad 
de adquirir los vehículos por fi-
nanciación o plan de ahorro de 
la mano de un grupo que es líder 
indiscutido en esta temática en 
nuestro país”, expresaron desde 
grupo empresario. 

En Argentina, Leapmotor inicia 
sus operaciones con una red de 
12 puntos de venta y 20 puntos de 
postventa, apoyándose en el co-
nocimiento del mercado local, 
una infraestructura consolidada y 
el know-how comercial desarro-
llado por el grupo en el país. 

La red combina concesiona-
rios con infraestructura existen-
te del grupo junto con capacida-
des desarrolladas específica-
mente para Leapmotor, permi-
tiendo ofrecer una amplia co-
bertura nacional desde el co-
mienzo de las operaciones.  

 
Servicio de contención 
Además de contar con una red de 
20 e-Expert Centers especializa-
dos en vehículos de la marca, Ste-
llantis pone a disposición de los 
clientes de esta nueva marca un 
“Servicio de Contención” espe-
cialmente diseñado para asistir 
ante situaciones de emergencia 
en cualquier punto del país. 

A través de esta propuesta, los 
usuarios podrán acercar el vehí-
culo a cualquiera de los más de 
300 puntos de postventa de la red 
oficial de todas las marcas del 
grupo o solicitar el servicio de 

grúa para recibir una primera 
atención.  

Desde allí, el vehículo será tras-
ladado al e-Expert Center Leap-
motor más cercano para realizar 
la reparación correspondiente. 
Además, se le dará al cliente mo-
vilidad y alojamiento por hasta 
cuatro noches si fuese necesario, 
garantizando una experiencia de 
atención integral y el respaldo de 
la red de posventa de Stellantis en 
todo el territorio nacional. 

Asimismo, la propuesta de pos-
tventa cuenta con el respaldo de 
Mopar, la marca de repuestos y 
accesorios originales de Stellan-
tis, garantizando disponibilidad 
de piezas originales, soporte téc-
nico especializado y una red lo-
gística regional preparada para 
asegurar tiempos de respuesta 
ágiles y elevados estándares de 
calidad. 

“La electrificación no avanza al 
mismo ritmo en todos los merca-
dos. Por eso, la estrategia de Le-
apmotor se basa en ofrecer solu-
ciones tecnológicas adaptadas a 
las necesidades de cada región, 
acompañando la transición ener-
gética de manera sostenible, flexi-
ble y rentable”, agregaron desde 
la compañía. 

Uno de los principales diferen-
ciales de la marca es su tecnología 
REEV (Range Extended Electric 
Vehicle), desarrollada íntegra-
mente por la firma. Este sistema 
combina la experiencia de con-
ducción de un vehículo eléctrico 
con autonomías cercanas a los 
900 / 1.000 kilómetros (según el 
modelo), eliminando una de las 
principales barreras para la adop-
ción de la movilidad electrificada: 
la preocupación por la autono-
mía y la disponibilidad de infraes-
tructura de carga. 

Gracias a este desarrollo pro-
pio, la marca ofrece una experien-
cia de conducción eléctrica, con 
aceleración inmediata, funciona-
miento silencioso y una mayor li-
bertad para recorrer largas dis-
tancias sin depender exclusiva-
mente de una red de cargadores. 

La integración y el desarrollo 
in-house de las principales tecno-
logías del vehículo -incluyendo 
sistemas de propulsión eléctrica, 
software y arquitectura electróni-
ca- permiten además acelerar la 
innovación, optimizar costos y 
ofrecer una propuesta tecnológi-
ca diferencial. 

La gama inicial de Leapmotor 
está integrada por los modelos 
B10 y C10, dos SUV ultra-híbridos 
que sintetizan la propuesta tec-
nológica de la marca, capaz de 
ofrecer la eficiencia y comodidad 
de un vehículo eléctrico con la li-
bertad de no depender única-
mente de una infraestructura de 
recarga eléctrica. 

Con esta iniciativa la marca apunta a  impulsar una nueva etapa de la movilidad 
electrificada en este mercado considerado muy importante para su expansión 

Leapmotor llegó Córdoba con 
Autocity y respaldo de Stellantis
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E
l pasado 14 de agosto el Boletín Oficial 
publicó el DNU 736/2026, que modifi-
có el artículo 23 del decreto 905/02 y 

amplió el universo de destinatarios del 
crédito bancario en dólares, hasta ahora 
solo limitado a empresas exportadoras. Dí-
as después, el Banco Central de la Repúbli-
ca Argentina (BCRA) precisó los alcances 
de la reforma mediante la comunicación 
“A” 8467. 

La novedad, lejos de ser un ajuste técnico 
menor, reabre una discusión de fondo que 
atraviesa el mundo del derecho argentino 
desde hace más de dos décadas: la de qué 
moneda utilizar para preservar el valor de 
una prestación dineraria en una economía 
que no logra estabilizar su propio signo 
monetario.  

A continuación, un repaso del nuevo 
marco normativo, las oportunidades que 
genera para las entidades financieras y dos 
cuestiones jurídicas de fondo que todo ase-
sor debería tener presentes al momento de 
estructurar este tipo de operaciones. 

 
El nuevo marco normativo:  
del artículo 23 del decreto 905/02  
a la comunicación “A” 8467 
Desde 2002, el artículo 23 del decreto 
905/02 solo permitía a los bancos prestar 
los depósitos en dólares del sector privado 
a empresas exportadoras, es decir, a deu-
dores con ingresos genuinos en la misma 
moneda del crédito. El objetivo de la nor-
ma era reducir a cero el riesgo de descalce 
cambiario en el sistema financiero, en la 
lógica post-crisis de la convertibilidad 
2001/2002. 

El DNU 736/2026 modificó ese artículo 
para incorporar en la política de crédito la 
posibilidad de otorgar financiaciones en 
moneda extranjera a otras personas jurídi-
cas que no encuadren entre los prestata-
rios vinculados al comercio exterior, habili-
tando a los bancos a prestar en dólares a 
empresas cuyos ingresos son, en rigor, en 
pesos. 

La comunicación “A” 8467, del pasado 19 
de agosto, reglamentó esa habilitación con 
tres precisiones centrales.  

Primero, fijó un tope: estas financiacio-
nes no pueden superar, en conjunto, 15% 
de los depósitos en moneda extranjera de 
cada entidad.  

Segundo, mantuvo el tratamiento pru-
dencial vigente para otros destinos ya con-
templados, pero exigió a los bancos eva-
luar con especial atención el flujo de fon-
dos y la situación patrimonial del deudor, 
en tanto sus ingresos pueden no acompa-
ñar la evolución del tipo de cambio.  

Tercero, dispuso que la exigencia de ca-
pital mínimo por riesgo de crédito y el 
cómputo de exposición crediticia para 
grandes exposiciones se calculen multipli-
cando por un factor de 1,25 el importe que 
resulte de las normas vigentes.  

Esta reforma no es un hecho aislado. Se-
gún surge del Informe de Política Moneta-
ria del segundo trimestre de 2026 publica-
do por el BCRA, ya existían dos adecuacio-
nes previas dentro del mismo decreto 
905/02: la comunicación “A” 8202, que per-
mitía prestar en dólares al sector privado 

no exportador si el crédito estaba fondeado 
con Obligaciones Negociables de un año o 
más de plazo, y la comunicación “A” 8446, 
que habilitaba préstamos a clientes con in-
gresos en pesos siempre que contaran con 
garantías en moneda extranjera otorgadas 
por exportadores. La comunicación “A” 
8467 amplía sensiblemente ese esquema, 
al no exigir ya ese fondeo específico ni una 
garantía cruzada con el sector exportador. 

  
El contexto: un récord de depósitos  
en dólares que no se traduce en crédito 
La reforma llega en un momento particu-
lar del mercado de depósitos en moneda 
extranjera. Según informes de consultoras, 
los depósitos privados en dólares alcanza-
ron en julio pasado un máximo de 26 años, 
con US$40.437 millones, mientras que el 
crédito en dólares al sector privado ronda-
ba apenas entre US$23.000 millones y 
24.000 millones, dejando una brecha cer-
cana a US$17.000 millones sin canalizar 
hacia el financiamiento productivo. 

El propio Informe de Política Monetaria 
del BCRA reconoce el fenómeno en térmi-
nos cuantitativos: la capacidad prestable 
ociosa en dólares del sistema bancario as-
ciende a 17% de la masa de depósitos en 
esa moneda, equivalente a casi US$7.000 
millones, que hoy permanecen inmoviliza-
dos como exceso de encaje.  

El informe destaca, además, que esta 
restricción desincentiva a los bancos a re-
munerar con tasas de mercado a los aho-
rristas: la tasa pagada por un plazo fijo en 
dólares ronda apenas uno por ciento no-
minal anual, muy por debajo de la tasa li-
bre de riesgo que puede obtenerse en los 
mercados internacionales. 

 
Oportunidades para las  
entidades financieras 
Para los bancos, la nueva normativa abre 
distintos frentes de negocio que merecen 
ser señalados. 

 
• Ampliación de la cartera de clientes 

elegibles para crédito en dólares, incorpo-

rando pymes y grandes empresas con in-
gresos en pesos pero necesidades de finan-
ciamiento en moneda dura, dentro del lí-
mite de 15% de los depósitos en dólares de 
cada entidad. 

 
• Activación de la capacidad prestable 

ociosa, hoy inmovilizada como exceso de 
encaje sin generar rentabilidad. 

 
• Mayor margen para competir por el 

ahorro en dólares mediante tasas más 
atractivas al depositante, en momentos en 
que el mercado de capitales ya ofrece al-
ternativas de rendimiento superiores. 

 
• Desarrollo de un nicho de negocio en la 

estructuración y el pricing del riesgo de 
descalce cambiario, en línea con la expe-
riencia de Perú y Uruguay, citada expresa-
mente por el BCRA como modelo: econo-
mías bimonetarias donde el crédito en dó-
lares a deudores con ingresos en moneda 
local no está prohibido, sino regulado y ad-
ministrado dentro de límites macropru-
denciales. 

 
• Como contrapartida, una mayor exi-

gencia de capital (factor 1,25) y de análisis 
crediticio, que premiará a las entidades con 
áreas de riesgo más desarrolladas y pena-
lizará a quienes no adapten sus procesos 
de scoring a esta nueva relación entre mo-
neda del crédito y moneda de ingresos del 
deudor. 

 
La importancia de definir  
con precisión el capital a devolver 
La ampliación del crédito en dólares a em-
presas con ingresos en pesos multiplica el 
riesgo de litigiosidad sobre un punto que, 
lejos de ser un detalle de redacción, consti-
tuye el núcleo mismo de la obligación di-
neraria: qué debe devolver exactamente el 
deudor. La claridad en la denominación 
del capital se vuelve, en este contexto, la 
principal herramienta de gestión del riesgo 
de descalce cambiario. 

El artículo 765 del Código Civil y Comer-

cial, en su redacción originaria de 2015, 
consideraba a las obligaciones en moneda 
extranjera como obligaciones de dar canti-
dades de cosas, permitiendo al deudor li-
berarse pagando el equivalente en pesos. 
Se trataba, sin embargo, de una norma su-
pletoria: las partes podían pactar válida-
mente lo contrario.  

El DNU 70/2023 modificó los artículos 
765 y 766, estableciendo como regla gene-
ral que el deudor solo se libera entregando 
la moneda pactada, sea o no de curso legal 
en el país, y que los jueces no pueden mo-
dificar la forma de pago o la moneda acor-
dada por las partes. 

La jurisprudencia reciente confirma esta 
tendencia hacia la literalidad contractual. 
La Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
en la causa “Saud, Luis Ariel y Otros c/ Ar-
genwolf S.A. y Otros s/ Ejecución Hipoteca-
ria” (diciembre de 2023), dejó firme un fallo 
que ordenó el pago en dólares billete de un 
mutuo hipotecario pactado en esa moneda, 
sin admitir que las restricciones cambia-
rias constituyeran un eximente válido para 
pagar en pesos.  

Más recientemente, en “Sucesores de 
Racca c/ Comercial Carrazana” (11 de no-
viembre de 2025), la Corte revocó una sen-
tencia de Cámara que había impuesto una 
cotización distinta (dólar MEP) a la expre-
samente pactada por las partes (dólar ofi-
cial), reafirmando que los jueces no pue-
den apartarse de la literalidad de lo acor-
dado en materia de conversión cambiaria. 

Persiste, no obstante, jurisprudencia de 
instancias inferiores que, ante contratos 
con mecanismos de conversión imprecisos 
o ambiguos, ha recurrido a la denominada 
teoría del esfuerzo compartido o a cotiza-
ciones de mercado (dólar MEP) como equi-
valente razonable, generando incertidum-
bre y prolongando la litigiosidad en la eta-
pa de liquidación. 

La lección práctica para quien redacta o 
revisa estos contratos es clara: la moneda 
de pago debe coincidir con la moneda de 
cuenta, el mecanismo de conversión debe 
quedar cerrado sin márgenes de interpre-
tación, y conviene evaluar la renuncia ex-
presa a la opción de pago en pesos del ar-
tículo 765, junto con cláusulas específicas 
que contemplen el escenario de nuevas 
restricciones cambiarias. 

 
El problema de fondo: la debilidad  
del peso como unidad de cuenta 
La discusión sobre la denominación del ca-
pital remite, en última instancia, a un pro-
blema más profundo: el peso argentino ha 
dejado de cumplir de manera confiable 
una de las tres funciones clásicas del dine-
ro, la de unidad de cuenta estable para 
medir valor en el tiempo.  

Basta un dato para dimensionarlo: cien 
pesos de 1990 requieren hoy más de 
$539.000 para mantener un poder adquisi-
tivo equivalente, lo que equivale a una in-
flación acumulada superior a 539.000% en 
35 años, con una inflación interanual que a 
julio de 2026 se ubicaba en 33,8%. 

Frente a este diagnóstico, el sistema fi-
nanciero argentino viene ensayando, en ri-
gor, dos caminos distintos y hasta cierto 
punto contrapuestos.  

El primero, el que refleja la reforma ana-
lizada en esta nota, consiste en aceptar el 
bimonetarismo y ampliar el crédito en dó-
lares como forma de sortear la debilidad 
del peso, trasladando al deudor (y, en defi-

El nuevo crédito en dólares para empresas:  
oportunidades, riesgos y el problema de fondo de la moneda

Patricio E.M. Laxague 
ZBV Abogados - www.abogados.com.ar 
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nitiva, al sistema financiero) el riesgo de 
descalce cambiario que ello supone.  

El segundo camino, menos transitado en 
Argentina reciente, consiste en preservar 
al peso como única moneda de curso, pero 
blindarlo mediante una unidad de cuenta 
indexada, que permita medir el valor de las 
obligaciones sin necesidad de salir de la 
moneda nacional. 

El caso paradigmático de esta segunda 
vía es la Unidad de Fomento (UF) chilena, 
creada el 20 de enero de 1967 mediante el 
decreto N° 40, en un contexto de inflación 
crónica de dos dígitos que hacía inviable el 
crédito de largo plazo.  

La UF es una unidad de cuenta pura, sin 
billetes ni monedas propias, cuyo valor en 
pesos chilenos se reajusta según la varia-
ción del Índice de Precios al Consumidor, 
con ajuste diario desde 1977. Su empleo se 
extendió mucho más allá del crédito hipo-
tecario: contratos de alquiler, planes de sa-
lud, seguros, honorarios y hasta topes pre-
visionales se expresan hoy en UF.  

El resultado, a más de cinco décadas de 
su creación, es contundente: más del 80% 
de los créditos hipotecarios y el 60% de los 
contratos de alquiler en Chile están inde-
xados en esa unidad, en un sistema masivo 
y culturalmente aceptado, que funciona 
porque convive con una inflación baja y es-
table, de entre dos por ciento y cuatro por 
ciento anual. 

Argentina intentó replicar ese modelo en 
2016 con la creación de la Unidad de Valor 
Adquisitiva (UVA), ajustada por el Coefi-
ciente de Estabilización de Referencia. En 
una década, el sistema permitió que cerca 
de 200.000 argentinos accedieran a la vi-
vienda propia, con niveles de mora históri-
camente bajos, cercanos a uno por 
ciento,reflejo de que el pago de la cuota 
constituye una prioridad para los hogares. 
Sin embargo, la diferencia con el caso chi-

leno es sustancial: en un contexto de infla-
ción alta y volátil, la cuota UVA puede ace-
lerarse más rápido que los ingresos de los 
deudores, lo que obligó en el pasado a me-
canismos excepcionales, como topes de 
cuota vinculados al Coeficiente de Varia-
ción Salarial o refinanciaciones extraordi-
narias durante los picos inflacionarios de 
los últimos años. 

El contraste resulta valioso para pensar 
el diseño regulatorio hacia adelante. Mien-
tras la reforma del artículo 23 del decreto 
905/02 apuesta por dolarizar una porción 
creciente del crédito para sortear la debili-
dad del peso, la experiencia chilena sugiere 
que el desafío de fondo podría abordarse 
también, o incluso preferentemente, re-
construyendo la credibilidad del peso co-

mo unidad de cuenta a través de mecanis-
mos de indexación estables y predecibles, 
en lugar de resignarse a que la moneda ex-
tranjera reemplace esa función.  

Ambos caminos conviven hoy en el orde-
namiento argentino, y su combinación 
adecuada, moneda extranjera regulada 
para quien puede administrar el riesgo 
cambiario, indexación confiable para quien 
no, parece ser la pregunta de política eco-
nómica y de diseño contractual más rele-
vante de los próximos años. 

 
Reflexiones finales 
El nuevo marco para el crédito en dólares 
a empresas no exportadoras representa, 
sin dudas, una oportunidad de negocio re-
levante para las entidades financieras, que 

hoy cuentan con capacidad prestable ocio-
sa significativa y con un mercado de depó-
sitos en dólares en niveles récord.  

Pero su implementación exige, en para-
lelo, una atención jurídica especial en dos 
frentes que suelen subestimarse: la preci-
sión en la redacción del principal a devol-
ver, a la luz de los artículos 765 y 766 del 
Código Civil y Comercial y de la jurispru-
dencia más reciente de la Corte Suprema, y 
la comprensión de que, detrás de cada de-
cisión de dolarizar un crédito, subyace el 
mismo problema estructural que el mode-
lo chileno de la Unidad de Fomento intentó 
resolver por otra vía: la debilidad del peso 
como unidad de medida del valor econó-
mico en el tiempo. 
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a Sala Laboral del Tribunal Su-
perior de Justicia (TSJ) de Cór-
doba admitió parcialmente un 

recurso de casación de la parte acto-
ra, dejó sin efecto la aplicación retro-
activa de la ley 27742 respecto de las 
indemnizaciones agravadas de los 
artículos 1 y 2 de la ley 25323 y 80 de 
la Ley de Contrato de Trabajo (LCT), 
rechazó el incremento del artículo 2 
y admitió los correspondientes al ar-
tículo 1 y al artículo 80 con alcances 
específicos. A la vez, mantuvo el re-
chazo del planteo referido al supues-
to impago de la indemnización deri-
vada del despido sin causa. 

El tribunal, integrado por Luis An-
gulo, Luis Rubio y Domingo Sesin, 
consideró inadmisible el cuestiona-
miento de R. I. M. sobre el valor atri-
buido al recibo de liquidación final. 
Señaló que la impugnante insistió 
en que había firmado en blanco, pe-
ro no demostró un vicio lógico en el 
razonamiento que valoró no sólo la 
suscripción del recibo, sino también 
el contexto del cese: se trató de un 
despido sin causa, simultáneamen-
te se firmaron la baja ante la AFIP y 
la restante documentación laboral, 
sin reservas, y transcurrieron diez 
meses antes de intimar por el su-
puesto incumplimiento. 

También descartó que resultara 
decisivo que la liquidación no hu-
biera sido depositada en la cuenta 
sueldo, porque el juzgador había 
considerado esa circunstancia y 
concluido que no existía norma 
que impusiera esa modalidad de 

pago. Tampoco encontró demos-
trada la incidencia de la pericia 
contable invocada. 

Distinta solución adoptó res-
pecto de la aplicación temporal de 
la ley 27742. El TSJ recordó que su 
artículo 237 estableció su vigencia 
desde el 9 de julio de 2024 y que no 
contiene una disposición especial 
que otorgue retroactividad a las in-
demnizaciones agravadas deroga-
das. La situación debía regirse, por 
tanto, por el artículo 7 del CCCN y 
por la normativa vigente cuando 
ocurrieron los hechos. 

 
Principio 
El Alto Cuerpo descartó asimismo 
la aplicación del principio de la ley 
penal más benigna. Explicó que, 
más allá de que estas consecuen-
cias puedan denominarse multas 
o indemnizaciones agravadas, su 
naturaleza es específicamente re-
paratoria frente al incumplimien-
to contractual laboral y no penal. 
Las obligaciones de registrar co-
rrectamente el vínculo, pagar las 
indemnizaciones correspondien-
tes al despido sin causa y entregar 
las certificaciones laborales inte-
graban el contrato a partir de nor-
mas de orden público y estaban 
protegidas mediante reparaciones 
tarifadas que, además, cumplían 
una función disuasoria. 

En consecuencia, el fallo sostu-
vo que la sentencia es declarativa y 
no constitutiva de derechos y debe 
aplicar la legislación vigente al 

tiempo en que se produjeron los 
hechos, que en este caso fueron 
anteriores a la ley 27742. 

Al analizar concretamente los ru-
bros, respecto del artículo 80 de la 
LCT, la decisión señaló que se había 
comprobado la falta de entrega de 
la documentación y ordenado su 
confección. La indemnización pre-
vista en esa norma se tornará ope-
rativa si se incumple la obligación 
de entrega ordenada judicialmente. 

En cuanto al artículo 2 de la ley 
25323, el TSJ consideró que el des-
pido con pago de la liquidación fi-
nal y el reclamo de una jornada su-
perior a la real justificaron la con-
ducta de la empleadora P. A. R. Por 
ello, la eximió del incremento in-
demnizatorio utilizando la facul-
tad prevista en la propia norma. 

Finalmente, el alto cuerpo con-
firmó que la prueba testimonial y la 
falta de exhibición del libro del artí-
culo 52 de la LCT permitían tener 
por acreditado que el ingreso había 
ocurrido el 23 de febrero de 2007, 
antes de la fecha registrada. Admi-
tió así la indemnización del artículo 
1 de la ley 25323, pero dispuso cal-
cularla únicamente sobre el perío-
do de clandestinidad laboral com-
prendido entre el 23 de febrero de 
2007 y el 5 de abril de 2010. Las cos-
tas de la casación fueron impuestas 
por el orden causado. 

8A  l  MARTES 8 DE SEPTIEMBRE DE 2026  l  Justicia

Anulan reducción de honorarios 
que perforó el mínimo legal  
sin dar razones 
La Corte Suprema de Justicia de 
la Nación (CSJN) hizo lugar a la 
queja de dos abogados, declaró 
procedente su recurso extraor-
dinario y dejó sin efecto la sen-
tencia que había reducido sus 
honorarios de 22 a 14 UMA, al 
considerar que la decisión care-
cía de fundamentación suficien-
te, se había limitado a invocar 
genéricamente pautas legales y 
no había explicado por qué se 
apartaba del mínimo de 20 UMA 
previsto para las acciones de 
amparo por la ley 27423. En con-
secuencia, ordenó devolver las 
actuaciones al tribunal de ori-
gen para que se dicte un nuevo 
pronunciamiento. 

La controversia se originó en la 
regulación de los honorarios de 
los abogados S. D. y G. F. M. por 
su actuación en un proceso de 
amparo. El juez de primera ins-
tancia había fijado sus emolu-
mentos en 22 UMA en conjunto, 
con fundamento en distintas dis-
posiciones de la Ley de Honora-
rios Profesionales de Abogados, 
Procuradores y Auxiliares de la 
Justicia Nacional y Federal 
27423. Sin embargo, tras las ape-
laciones interpuestas, la Sala I de 
la Cámara Nacional de Apelacio-
nes en lo Civil y Comercial Fede-
ral redujo esa suma a 14 UMA. 

Para justificar la disminución, 
la alzada señaló que había pon-
derado el tipo de acción promo-
vida, la extensión y calidad jurídi-
ca de la labor desarrollada y el re-
sultado obtenido. Los profesio-
nales cuestionaron esa decisión 
mediante recurso extraordinario 
y sostuvieron que establecer una 
regulación inferior a 20 UMA 
contravenía el art. 48 de la ley 
27423. También alegaron que la 
sentencia contenía una funda-
mentación meramente aparente 
y vulneraba sus derechos consti-
tucionales de propiedad y defen-
sa en juicio. Denegado el recurso 
extraordinario, acudieron en 
queja ante la CSJN. 

Ésta recordó que, como princi-
pio, las cuestiones vinculadas 
con regulaciones de honorarios 
realizadas en las instancias ordi-
narias son ajenas al recurso ex-
traordinario y que la doctrina de 
la arbitrariedad tiene aplicación 
particularmente restringida en 
esa materia. No obstante, señaló 
que existe una excepción “cuan-
do la decisión carece de funda-
mentación válida que la sustente 
por basarse en afirmaciones dog-
máticas”, con afectación de las 
garantías constitucionales de 
propiedad y defensa en juicio. 

 
Pautas 
La CSJN destacó que el art. 16 
de la ley 27423 establece dife-
rentes pautas para determinar 
los honorarios, entre ellas el va-
lor, motivo, extensión y calidad 
jurídica de la labor; la compleji-
dad y novedad del asunto; la 

responsabilidad profesional; el 
resultado obtenido y la trascen-
dencia económica y moral de la 
cuestión. La misma disposición 
establece que los jueces no pue-
den apartarse de los mínimos 
legales, que revisten carácter de 
orden público. A su vez, el art. 
48 determina que, cuando no 
resulte posible aplicar la escala 
prevista para procesos suscep-
tibles de apreciación pecunia-
ria, en las acciones de amparo 
deben aplicarse las pautas del 
art. 16 “con un mínimo de vein-
te (20) UMA”. 

En ese marco, el tribunal con-
sideró que la reducción dispues-
ta incumplió también el art. 15 de 
la ley, que exige que toda regula-
ción sea fundada y practicada 
con cita de la disposición aplica-
da y advierte que “la mera men-
ción del articulado de esta ley no 
será considerada fundamento 
válido”. La cámara se había limi-
tado precisamente a citar nor-
mas y mencionar genéricamente 
algunos criterios, sin explicar 
concretamente cómo los traba-
jos realizados justificaban dismi-
nuir los honorarios. 

Además, la sentencia recurrida 
no había considerado al juicio 
susceptible de apreciación pecu-
niaria ni explicado por qué co-
rrespondía fijar una suma infe-
rior al mínimo de 20 UMA. Tam-
poco declaró la inconstituciona-
lidad del art. 48 ni proporcionó 
alguna argumentación plausible 
que permitiera prescindir de ese 
límite legal, pese a que la norma 
había sido expresamente invo-
cada por los recurrentes. 

Por esas razones, el fallo con-
cluyó que el pronunciamiento 
no satisfacía la exigencia de una 
“aplicación razonada del dere-
cho vigente con adecuada refe-
rencia a los hechos comproba-
dos de la causa” y debía ser des-
calificado conforme a la doctrina 
de la arbitrariedad. El juez Ricar-
do Luis Lorenzetti, en voto pro-
pio, coincidió en que la reduc-
ción había sido fundada única-
mente mediante pautas genera-
les, en abierta contradicción con 
el art. 15 de la ley 27423, por lo 
que también consideró inválida 
la sentencia. 

La ley “Bases” no se aplica  
retroactivamente en indemnizaciones 
laborales agravadas 
El TSJ cordobés entendió que las reparaciones previstas por incumplimientos anteriores 
a la reforma conservan vigencia por su naturaleza contractual y reparatoria 

Autos: "M., R. I. c/ R., P. A. - Ordinario - 
Despido - Recurso de Casación” - EXPTE. 
Nº 10636108 

CSJN
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a Cámara 8ª en lo Civil y Co-
mercial de Córdoba hizo lugar 
al recurso de apelación inter-

puesto por el consorcio ejecutante 
y revocó los decretos que habían 
declarado inadmisible la amplia-
ción de demanda por nuevos perí-
odos de expensas comunes poste-
riores a la sentencia de remate.  

Sin embargo en el fallo se recha-
zó imponer las costas al juez al tra-
tarse de un supuesto excepcional. 

El tribunal, integrado por las vo-
cales Gabriela Lorena Eslava y Ma-
ría Rosa Molina, concluyó que para 
aplicar los arts. 530 y 531 del CPCC 
lo determinante es que los nuevos 
vencimientos correspondan a la 
misma obligación y no que se en-
cuentren documentados en el mis-
mo certificado de deuda que sus-
tentó originalmente la ejecución.  

La cámara explicó que el juzga-
dor de primera instancia había 
confundido el documento que 
contiene la deuda con la obligación 
sustancial ejecutada. En ese senti-
do, destacó que el certificado cons-
tituye el continente, mientras que 
la deuda por expensas es el conte-
nido, y que la normativa procesal 
exige identidad de obligación, no 
identidad documental. Por ello, la 
existencia de nuevos certificados 
no impide ampliar la demanda 
cuando los períodos reclamados 
provienen de la misma relación ju-
rídica.  

Las magistradas remarcaron que 
las expensas comunes constituyen 
una obligación de tracto sucesivo, 
porque se generan periódica y con-
tinuadamente a lo largo del tiempo. 
Aunque cada vencimiento pueda 
individualizarse, no se trata de obli-
gaciones totalmente autónomas si-
no de distintos períodos integran-
tes de una misma obligación. En 
consecuencia, el certificado de 
deuda por expensas es un título 
causal que permite conocer el ori-
gen de la obligación y advertir que 
continuará produciendo venci-
mientos durante el proceso e inclu-
so después de dictada la sentencia 
ejecutiva.   

 
Diferenciación 
El tribunal diferenció esta situación 
de la correspondiente a títulos au-
tónomos, como cheques, pagarés o 
letras de cambio, en los cuales cada 
obligación cartular posee indepen-
dencia. Asimismo, señaló que la in-
terpretación adoptada coincide 
con el principio de economía pro-
cesal, pues evita iniciar sucesivos 
procesos ejecutivos para cobrar pe-
ríodos derivados de una misma re-
lación jurídica. La solución tam-
bién resulta menos gravosa para el 
ejecutado, ya que una ampliación 
genera menores costos que nuevos 

juicios con sus respectivos honora-
rios mínimos.   

La alzada también descartó que 
el carácter propter rem de las ex-
pensas impidiera utilizar el pro-
cedimiento de ampliación. Si du-
rante el transcurso del tiempo hu-
biera cambiado la titularidad del 
inmueble, ello podría afectar la 
legitimación pasiva y, eventual-
mente, la procedencia de la pre-
tensión ampliatoria, pero no la 
admisibilidad del trámite previsto 
por el art. 531 del CPCC. Esa cir-
cunstancia puede ser invocada 
por los interesados al contestar el 

emplazamiento y también con-
trolada de oficio por el tribunal.  

En definitiva, se ordenó admitir 
la ampliación promovida por el 
consorcio respecto de los nuevos 
vencimientos. La cámara rechazó, 
sin embargo, el pedido de imponer 
las costas al juez de primera instan-
cia con fundamento en el art. 135 
del CPCC. Explicó que esa previ-
sión es excepcional y está destina-
da a sancionar errores inexcusables 
de hecho o de derecho o conductas 
irregulares, negligentes o entorpe-
cedoras. En el caso, entendió que 
existió una interpretación de la 
norma que, aunque no compartida 
por la alzada, era válida y fundada, 
sin configurar un error inexcusable.  

Por ello, las costas de segunda 
instancia fueron impuestas a los 
demandados vencidos conforme 
al art. 130 del CPCC. Además, se 
regularon definitivamente los ho-
norarios del letrado G. A. C. en 12 
jus, equivalentes al momento de 
la resolución a $501311,04, con los 
intereses establecidos en el pro-
nunciamiento. 
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a cadena nacional del pasado jue-
ves 3, con las medidas informadas 
por el presidente sobre la cuestión 

Malvinas es algo bienvenido de nuestra 
parte. No es la primera vez que escribi-
mos aquí sobre la injerencia de una po-
tencia extranjera que avanza. No es sólo 
la usurpación de Malvinas sino que se 
proyecta a la Antártida, siendo constan-
te en el tiempo. 

Creemos conveniente mirar la pelícu-
la completa de la depredación a la que 
somos sometidos desde hace tiempo co-
mo país, porque este avance británico 
no empezó ayer ni se detuvo en 1833. 
Hasta el 1 de enero de 1950 funcionó en 
Grytviken, isla San Pedro, el Observato-
rio Meteorológico y Magnético Argenti-
no, dependiente del Ministerio de Agri-
cultura de la Nación, que existía desde 
1905: ese día infantes de marina británi-
cos desalojaron por la fuerza al perso-
nal civil, desmantelaron la estación y 
despacharon el instrumental a Montevi-
deo. Después de la guerra de 1982, la 
Estación Científica Corbeta Uruguay, en 
la isla Morrell del grupo Thule del Sur, 
en las Sandwich, fue ocupada el 20 de 
junio en la Operación Keyhole -última 
acción bélica, con diez argentinos toma-
dos prisioneros- y, meses más tarde, vo-
lada con explosivos por la Marina Real 
inglesa. Vino luego la fase económica: 
en 1986, la proclama N° 4 del goberna-
dor británico creó la FICZ, una zona de 
conservación pesquera de 150 millas vi-
gente desde el 1 de febrero de 1987, con 
venta de licencias a buques extranjeros 
y prohibición de ingreso a los argenti-
nos; en 1990 se sumó la FOCZ hacia el 
este, y en los años siguientes el Reino 
Unido extendió su pretensión jurisdic-
cional a 200 millas en torno de las Ge-
orgias y las Sandwich del Sur. El esla-
bón actual se llama Sea Lion: 220 kiló-
metros al norte de Malvinas, es decir 
fuera incluso de cualquier ZEE medida 
desde las islas, operado por la israelí 
Navitas Petroleum (65%) y la británica 
Rockhopper (35%), con decisión final de 
inversión adoptada en diciembre de 
2025 y primer petróleo previsto para 
2028. 

Era hora de que Argentina empezara 
a reaccionar con fuerza, y hacer uso de 
los canales que el derecho internacio-
nal acuerda frente a violaciones del te-
rritorio y la soberanía. Las medidas 
anunciadas son procedentes desde lo 
jurídico. Su efectividad en el tiempo 
dependerá del celo y la constancia con 
la que se apliquen. Sobre todo, exten-
diéndolas a las que les prestan servi-
cios logísticos. La baja de las acciones 
de las compañías involucradas en bol-
sa es un signo de que no les pasan des-
apercibidas. En este punto, la reforma 
de la ley 26659, para endurecer las 
sanciones y extenderlas a proveedores, 
accionistas y directores de las compa-
ñías involucradas, así como de poder 
juzgarlas en ausencia, es vital. Tam-
bién, que se tenga un régimen de pro-
tección de infraestructuras críticas y 
previsiones sobre seguridad aeroespa-
cial y marítima adecuado. No menor es 

desarrollar infraestructuras críticas en 
la zona austral. La base naval integra-
da en Tierra del Fuego y las capacida-
des de telecomunicaciones en el sur 
son bienvenidas, pero también enten-
demos, como hemos dicho aquí varias 
veces, que llegó el momento de imple-
mentar un cruce por ferry entre Santa 
Cruz y Tierra del Fuego, sin tener que 
pasar por Chile. 

El inicio el viernes 4 de procedimien-
tos sancionatorios contra 45 sujetos, 
personas humanas y jurídicas, para in-
vestigar y sancionar la violación de las 
prohibiciones del artículo 2° de la ley 
26659 es halagüeño. Sobre todo, porque 
no alcanza sólo a quienes estarían ope-
rando en la plataforma continental: lle-
ga también a accionistas y a las empre-
sas que les prestan servicios para que 
esa actividad sea posible. 

Debemos recordar que la ley 26659 
fue sancionada el 16 de marzo de 2011, 
durante el primer mandato de Cristina 
Fernández de Kirchner, y se la conoce 
como "ley Pino Solanas". Dos años más 
tarde, el Congreso la reforzó con la ley 
26915, que incorporó penas de prisión y 
extendió la responsabilidad a directo-
res, gerentes, síndicos y representantes. 
Ya en julio de 2021 se anunció el inicio 
del proceso de inhabilitación de 
Chrysaor Holdings, Harbour Energy y 
Navitas Petroleum por el proyecto Sea 
Lion, con el mismo instrumento legal 
que hoy se aplica. 

Es decir: el andamiaje normativo que 
el Gobierno acaba de activar no es suyo. 
Lo construyó el Congreso argentino, en 
su momento por unanimidad, y lo estre-
nó una administración de otro signo. 
Por eso sorprende la mezquindad de 
quienes critican frente a la aplicación de 
la herramienta que ellos mismos auspi-
ciaron cuando gobernaron. Es cierto 
que la objeción más seria no apunta al 
instrumento sino al momento: se expre-
sa que estas medidas llegan tarde y 
después de años de gestos y flexibiliza-
ciones en sentido inverso. Incluso así, 
un rumbo tardío sigue siendo preferible 
a ninguno, siempre que se sostenga. Lo 
que no resiste examen es objetar el ins-
trumento por el color político de la ma-
no que lo emplea. 

Hay materias que deben ser de Esta-
do, y Malvinas es la primera de esa lista 
corta. Cada presidente pasa; el reclamo, 
sostenido por la resolución 2065 (XX) de 
la Asamblea General de las Naciones 
Unidas y por la disposición transitoria 
primera de nuestra Constitución, per-
manece. Oponerse por un cálculo políti-
co de la próxima elección es miserable. 
Si el norte de un político es sólo tener 
ventaja en votos, incluso a costa de per-
judicar las posturas del país, Dios nos li-
bre de que sea electo en algo. 

Sin embargo, debemos ser claros: la 
amenaza no proviene únicamente de 
Gran Bretaña. Varios otros países afec-
tan nuestros derechos. Un ejemplo es 
China, cuyos buques depredan nuestras 
riquezas ictícolas, operando desde 
aguas internacionales; asimismo, una 
porción importante de los buques que 
pescan con licencias británicas y sostie-
nen económicamente la ocupación res-
ponde a capitales españoles, gallegos 
en su mayoría, aunque naveguen bajo 
pabellón isleño a fin de disimular. 

Son también cuestiones pendientes 
de abordar. 

Cuestiones de Estado y mezquindad política 
 u Luis Carranza Torres 

Abogado. Doctor en ciencias jurídicas 

DERECHO Y SOCIEDAD

uCarlos Krauth 

Abogado. Doctor en derecho y ciencias sociales 

Rechazan imponer costas  
a un juez que no permitió  
la ampliación de una demanda 
El tribunal interviniente entendió que en el caso no se advirtió una conducta  
del magistrado irregular, negligente o entorpecedora del proceso  

Autos: “A., J. C. C. y Otros c/ F., L. A. - Abre-
viado - Daños y Perjuicios - Accidentes de 
Tránsito - Trám. Oral” - EXPTE. Nº 
12166957 

EXPENSAS. Los nuevos períodos  

adeudados pueden incorporarse a la 

ejecución aunque estén documentados 

en certificados de deuda diferentes. 
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Nuevo Régimen Penal Juvenil:  
suspendieron por 60 días su aplicación  
en la Provincia de Buenos Aires 

i
a aplicación de la ley N° 
27801, que establece el nue-
vo Régimen Penal Juvenil en 

el país y había entrado en vigen-
cia el pasado viernes, fue sus-
pendida en la Provincia de Bue-
nos Aires. Así lo ordenó la Justi-
cia bonaerense, que ordenó sus-
pender de manera preventiva la 
implementación de la nueva 
norma por un plazo de 60 días, 
mediante una medida cautelar 
dictada por la jueza Marta Elba 
Pascual, titular del Juzgado de 
Responsabilidad Penal Juvenil 
N° 2 de Lomas de Zamora. Pas-
cual resolvió así al hacer lugar a 
un habeas corpus preventivo co-
lectivo que presentó la Federa-
ción Familia Grande Hogar de 
Cristo en beneficio “de los ado-
lescentes que se encuentran pri-
vados de su libertad”. 

Fundamentos 
La resolución judicial se centra en 
la falta de infraestructura y de re-
cursos materiales de la Provincia 
de Buenos Aires para absorber el 
incremento de jóvenes que ingre-
sarán al sistema penal. Cabe recor-
dar que la nueva legislación dismi-
nuye la edad de imputabilidad de 
los 16 a los 14 años, lo que permite 

procesar judicialmente a jóvenes 
de esa franja etaria por los delitos 
tipificados en el Código Penal. 

La magistrada argumentó que 
esta modificación legal generará 
un aumento considerable en la 
cantidad de personas menores de 
edad detenidas, tanto por el flujo 
de nuevos ingresos como por la 
mayor permanencia dentro del 
sistema de encierro. 

En este contexto, Pascual cues-
tionó si la Provincia de Buenos Ai-
res tiene las condiciones edilicias, 
institucionales y profesionales in-
dispensables para albergar a esta 
población bajo los estándares que 
exigen los derechos humanos de 
la niñez: en su fallo, puntualizó 
que el Poder Judicial tiene el de-
ber de intervenir de forma antici-
pada si existen elementos que ha-
gan presumir que se producirá 
una vulneración de derechos fun-
damentales, apoyándose en el 
principio precautorio. 

Para justificar la paralización 
temporal de la ley, la jueza Pascual 
analizó la situación actual de los 
dispositivos de alojamiento bo-
naerenses. Recordó que su propio 
juzgado debió imponer anterior-
mente un límite máximo de 60 
adolescentes para el Centro So-
cioeducativo de Lomas de Zamo-
ra, debido a que el establecimiento 
no cumplía con los requisitos mí-
nimos de habitabilidad. 

Si bien la resolución judicial re-
conoció que existieron mejoras 
recientes en aspectos como la 
provisión de agua potable, la co-
mida y las estructuras edilicias, 
determinó que el sistema aún no 
alcanza el piso mínimo necesario 
para asegurar que las detenciones 
no comprometan la responsabili-
dad internacional del país. Entre 
las falencias detectadas, mencio-
nó las dificultades en el acceso a la 
educación, la capacitación laboral 

y la reinserción en el empleo, ade-
más de la necesidad de disminuir 
los períodos de aislamiento de los 
internos. 
 
Hacinamiento 
Asimismo, Pascual advirtió que el 
hacinamiento de los jóvenes ge-
nera consecuencias negativas pa-
ra la seguridad pública: explicó 
que las condiciones de detención 
influyen de manera directa en los 
niveles de violencia con los que 
los adolescentes recuperarán la 
libertad una vez cumplidas sus 
penas. Con estos argumentos, la 
resolución judicial ordenó al Mi-
nisterio de Seguridad, al Ministe-
rio de Justicia y Derechos Huma-
nos y al Organismo Provincial de 
Niñez y Adolescencia de la pro-
vincia de Buenos Aires que adop-
ten de forma inmediata las medi-
das necesarias para operativizar 
la suspensión de la ley N° 27801. 

Además, Pascual convocó a 
una audiencia en la sede del tri-
bunal para el próximo día 16. En 
esa audiencia, las autoridades de 
las áreas del Poder Ejecutivo pro-
vincial vinculadas a la temática 
deberán presentarse para deta-
llar cuáles acciones implementa-
ron, cuáles tienen proyectadas y 
en qué plazos prevén ejecutarlas 
para adecuar el sistema a las exi-
gencias de la nueva normativa. 

 
La nueva ley 
Cabe recordar que el Gobierno 
nacional reglamentó la ley 
27801 mediante el decreto 875, 
firmado por el presidente Javier 
Milei; el ministro de Justicia, 
Juan Bautista Mahiques, y el jefe 
de Gabinete, Diego Santilli. Me-
diante esta reglamentación el 
Ministerio de Justicia quedó de-
signado como la autoridad de 
aplicación encargada de coordi-
nar el sistema. 

El nuevo esquema penal juvenil 
prohíbe las condenas a prisión 
perpetua para los adolescentes y 
establece un límite máximo de 15 
años de privación de la libertad, 
pena que debe cumplirse única-
mente en centros especializados y 
sin contacto con adultos. También 
incorpora penas alternativas como 
la reparación del daño, tareas co-
munitarias, restricciones de acer-
camiento y el uso de tobilleras 
electrónicas para el monitoreo. 

Para el seguimiento de los jóve-
nes, el decreto nacional creó la fi-
gura del “supervisor especializa-
do” y un registro provisorio de pro-
fesionales en áreas como psicolo-
gía, trabajo social y pedagogía; 
además estableció la conforma-
ción de un Comité Interministerial 
y de una Mesa Federal para coordi-
nar las políticas públicas entre la 
Nación y las provincias. Para fi-
nanciar la puesta en marcha de es-
te sistema, el Congreso de la Na-
ción asignó una partida presu-
puestaria de $23.739.155.303,08. 

 
Reacciones del Gobierno nacional  
a la suspensión  
La decisión de la jueza Pascual tu-
vo repercusión casi inmediata en 
el seno del Gobierno nacional. 

Patricia Bullrich, senadora y ex 
ministra de Seguridad, una de las 
impulsoras del nuevo régimen, 
escribió en sus redes sociales: “En 
la Provincia de Buenos Aires tenés 
a Kicillof, que se pone del lado de 
los delincuentes, mientras los bo-
naerenses viven enrejados, con 
miedo y sin que nadie les dé segu-
ridad” y agregó: “Y también tie-
nen una Justicia provincial garan-
tista que los deja libres para que 
sigan robando, asesinando y des-
truyendo familias. Qué terror vivir 
en una provincia que ignora a los 
argentinos de bien, donde el de-
lincuente tiene vía libre y, si las 
hace, no las paga”. 

Por su parte, Santilli, afirmó: 
“Aturde el silencio de Kicillof ante 
la suspensión del nuevo Régimen 
Penal Juvenil. En la provincia si un 
delincuente de 14 años te mata pa-
ra robarte, queda impune. Una vez 
más, el gobernador del lado del de-
lincuente, nunca de la víctima”. 

En tanto, el diputado nacional 
Luis Petri aseveró: “El nuevo Régi-
men Penal Juvenil duró dos días en 
la Provincia de Buenos Aires por-
que una jueza kirchnerista hoy ya 
decidió suspenderlo” y añadió: 
“Aprobamos esta ley para terminar 
con la impunidad de quienes de-
linquen siendo menores, no hay 
excusa para no aplicarla. Las vícti-
mas no pueden seguir pagando la 
improvisación y el abandono de 
Kicillof y la Justicia provincial”. 

Finalmente, el dirigente Sebas-
tián Pareja calificó la decisión judi-
cial como “profundamente antide-
mocrática”. “Esta ley es una res-
puesta concreta para intentar ele-
var el costo de delinquir. El gobier-
no provincial, en cambio, insiste 
con un sistema que garantiza im-
punidad”, afirmó y subrayó que la 
norma no fue una decisión unilate-
ral del Ejecutivo nacional sino el re-
sultado de un proceso legislativo 
que atravesó todas las etapas co-
rrespondientes en el Congreso de 
la Nación. 

La medida, dictada por 
Marta Elba Pascual,  
titular del Juzgado de 
Responsabilidad Penal 
Juvenil N° 2 de Lomas  
de Zamora, generó  
reacciones del Gobierno 
nacional

GENTILEZA
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L
as compañías Rockhopper 
Exploration (británica) y Na-
vitas Petroleum (israelí) res-

pondieron rápidamente y con 
contundencia a las amenazas de 
sanciones del presidente Javier 
Milei. En un comunicado conjun-
to, aseguraron que las licencias 
otorgadas por las autoridades de 
las islas Malvinas “siguen vigen-
tes” y que los recientes anuncios 
argentinos “no tendrán un im-
pacto significativo” sobre el pro-
yecto Sea Lion ni sobre su crono-
grama de desarrollo. El mensaje 
es claro: el primer gran desarrollo 
petrolero offshore en el archipié-
lago sigue en marcha. 

El yacimiento Sea Lion, ubica-
do al norte de las islas, se perfila 
como un activo de escala relevan-
te. Según estimaciones de las 
operadoras, el recurso recupera-
ble supera los 1.700 millones de 
barriles. El plan contempla una 
producción inicial cercana a los 
50.000-55.000 barriles diarios a 
partir de 2028, con una vida útil 
superior a los 30 años.  

Para las islas, el proyecto tiene 
potencial de triplicar su PBI ac-
tual. Para las empresas involucra-
das, representa la posibilidad de 
monetizar un descubrimiento 
que lleva más de una década de 
maduración técnica y financiera. 

Desde la óptica de los negocios, 
la controversia introduce un fac-
tor de riesgo geopolítico concreto 
en el Atlántico Sur.  

Argentina ya había sanciona-
do a Rockhopper en 2013 y a Na-
vitas en 2022. Ahora Milei anun-
ció un decreto para acelerar 

procedimientos sancionatorios 
y el envío al Congreso de un pro-
yecto de ley que endurecería las 
penas, inhabilitaría a las empre-
sas (y a sus accionistas, directi-
vos y proveedores) para operar 
en territorio continental argen-
tino, y habilitaría juicios en au-
sencia. El objetivo es forzar una 
elección: o se opera en las islas o 
se hace negocios en Argentina 
continental. 

 
Impactos en los  
negocios locales 
La amenaza no es inocua. Aun-
que Rockhopper y Navitas tienen 
exposición limitada al mercado 
argentino, el mensaje se dirige 
también a otras compañías del 
sector energético que evalúan o 
ya tienen operaciones en Vaca 
Muerta, offshore atlántico o en in-
fraestructura de exportación. Las 
grandes petroleras internaciona-
les históricamente han preferido 
mantener distancia de las Malvi-
nas precisamente por el riesgo 
soberano. Un endurecimiento de 
las sanciones podría reforzar esa 
cautela o, por el contrario, empu-
jar a algunas firmas a priorizar el 
continente argentino como juris-
dicción más previsible para sus 
inversiones. 

Para Argentina, el episodio tie-
ne dos lecturas económicas. Por 
un lado, consolida la narrativa de 
defensa de recursos naturales y 
puede generar apoyo político in-
terno, por la alta sensibilidad del 
electorado ante la cuestión Mal-
vinas. Por el otro, introduce una 
incertidumbre adicional en un 
sector que necesita capital ex-
tranjero para expandir la produc-
ción de shale oil y gas, desarrollar 
infraestructura de LNG y trans-
formar la matriz energética.  

El costo de capital de los pro-

yectos argentinos es sensible a la 
percepción de riesgo país y a la 
estabilidad de las reglas. Cual-
quier escalada que afecte la rela-
ción con el Reino Unido o con in-
versores europeos e israelíes po-
dría tener efectos colaterales en el 
flujo de inversiones. 

 
Posibles escenarios  
a mediano plazo 
El análisis de la cuestión y su con-
texto, arroja que se abren varios 
caminos: 

1. Escenario de contención: las 
sanciones se aplican de forma 
simbólica o limitada. Rockhopper 
y Navitas avanzan con el desarro-
llo de Sea Lion con respaldo britá-
nico. El impacto real sobre el sis-
tema energético argentino es 
marginal, aunque genera volatili-
dad bursátil (las acciones de Roc-
khopper ya mostraron caídas in-
mediatas tras el anuncio). 

 

2. Escenario de endurecimien-
to efectivo: Argentina logra res-
tringir el acceso de proveedores, 
servicios o financiamiento vincu-
lados a las operadoras de Sea 
Lion. En ese caso, se elevarían los 
costos del proyecto y se generaría 
un precedente que otras compa-
ñías con interés dual (Argentina + 
Atlántico Sur) podrían considerar 
al evaluar sus portfolios. 

 

3. Escenario de oportunidad 
doméstica: la disputa refuerza la 
prioridad política sobre el des-
arrollo de los recursos propios. 
Vaca Muerta, el offshore bonae-
rense y los proyectos de gas natu-
ral licuado podrían recibir mayor 
impulso político y, eventualmen-
te, un trato preferencial en mate-
ria regulatoria o de acceso a mer-
cados. Para empresas locales y 
para operadores internacionales 

ya instalados en la cuenca neu-
quina, esto podría traducirse en 
un entorno más favorable. 

 

4. Escenario de contagio geo-
político: un deterioro de la rela-
ción con el Reino Unido o con so-
cios de las empresas sancionadas 
podría afectar los flujos comer-
ciales, de inversión o de coopera-
ción tecnológica. Aunque poco 
probable en el corto plazo, no es 
un riesgo despreciable en un 
mundo de cadenas de valor inter-
dependientes. 

 
Dónde poner el ojo empresarial 
Para inversores y empresas del 
sector energético argentino, los 
próximos meses serán clave. Ha-
brá que observar la letra chica del 
decreto y del proyecto de ley, la 
reacción de los proveedores de 
servicios petroleros (muchos de 
los cuales operan en ambas geo-
grafías), el posicionamiento de 

los bloques políticos y la respues-
ta diplomática del Reino Unido.  

También será relevante el im-
pacto en el costo de financia-
miento de proyectos en Argenti-
na y la evolución de los precios 
relativos del crudo y del gas, que 
determinarán la viabilidad eco-
nómica de Sea Lion y de los des-
arrollos locales. 

En definitiva, el desafío de las 
petroleras de Malvinas a la postu-
ra argentina no es sólo un episo-
dio de soberanía: es una señal de 
que los recursos energéticos del 
Atlántico Sur entraron en una fa-
se de decisión de inversión real. 
Para Argentina, hay un dilema 
importante: defender con firmeza 
sus reclamos sin desalentar el ca-
pital que necesita para desarro-
llar su propio potencial hidrocar-
burífero. El equilibrio entre am-
bos objetivos definirá, en buena 
medida, el clima de negocios 
energético de los próximos años.

Petroleras de Malvinas desafían  
a Milei: el proyecto Sea Lion avanza
Los anuncios del Presidente abren un nuevo escenario de riesgos y 
oportunidades energéticas. Argentina puede defender con firmeza 
sus reclamos pero no desalentar el capital que necesita para  
desarrollar su propio potencial hidrocarburífero en el sur

ARCHIVO

JAVIER DE PASCUALE 

jdepascuale@comercioyjusticia.info



E
l uso de aplicaciones, plataformas digita-
les y herramientas de inteligencia artificial 
(IA) ya forma parte de las experiencias 

educativas de niños y adolescentes.  
Interactuar con una pantalla, responder con-

signas, obtener recompensas o producir un tra-
bajo con asistencia tecnológica puede mostrar 
un alto nivel de participación.  

Sin embargo, esa actividad no necesariamen-
te indica que haya aprendizaje.  

Más allá de lo que ocurre dentro de una apli-
cación, la cuestión central pasa por aquello que 
los estudiantes logran incorporar y utilizar des-
pués en otros contextos. 

Un nuevo Informe de Expertos de la Asocia-
ción Estadounidense de Psicología (APA, por 
sus siglas en inglés) sobre el Aprendizaje de Ni-
ños y Adolescentes con Tecnología Educativa 
planteó esta distinción a partir de investigacio-
nes en ciencias psicológicas.  

El documento reunió evidencia sobre distin-
tas tecnologías utilizadas en educación, entre 
ellas aplicaciones educativas, juegos, sistemas 
de tutoría inteligente, herramientas de IA gene-
rativa y plataformas de aprendizaje digital. 

El informe sostuvo que, para niños y jóvenes 
de entre cinco y 18 años, la capacidad de aplicar 
nuevos conocimientos fuera de una aplicación 
o pantalla constituye un indicador más sólido 
del aprendizaje que el tiempo de exposición o el 
nivel de interacción con una herramienta. 

En ese sentido, la APA advirtió de que incluso 
una participación intensa puede no traducirse 
en conocimientos o habilidades duraderas.  

Así, un estudiante puede hacer clic con fre-
cuencia, responder a animaciones o interactuar 
con recompensas y, aun así, no estar incorporan-
do aquello que la herramienta busca enseñar. 

“La tecnología educativa tiene el potencial de 
impulsar significativamente el aprendizaje y 
las habilidades de los estudiantes”, afirmó Ar-
thur Evans Jr., director Ejecutivo de la APA, 
quien señaló al mismo tiempo la necesidad de 
que padres, docentes y distritos escolares 
cuenten con herramientas seguras y respalda-
das por evidencia. 

 
Mejora visible vs aprendizaje 
La distinción entre una mejora visible en aplica-
ciones educativas y el aprendizaje efectivo ad-
quiere una dimensión particular frente al avance 
de las herramientas de IA generativa.  

Según el informe, estas tecnologías presen-
tan riesgos específicos porque pueden mejorar 
el rendimiento inmediato de un estudiante sin 
desarrollar necesariamente los conocimientos 
o habilidades que están detrás de ese resultado. 

Nicole Barnes, psicóloga ejecutiva principal de 
educación de la APA, sintetizó el problema al se-
ñalar: “La IA puede ayudar a un estudiante a pro-

ducir un mejor ensayo, pero la mejora en el pro-
ducto final no significa necesariamente que el es-
tudiante se haya convertido en un mejor escritor”. 

De este modo, el resultado observable de una 
actividad puede dejar de ser suficiente para de-
terminar qué aprendió realmente un estudiante. 

“Así como necesitamos separar la participa-
ción del aprendizaje, cada vez más necesitare-
mos separar el rendimiento del aprendizaje”, ex-
plicó Barnes. 

En esta línea, el informe propuso que, frente a 
este escenario, el uso educativo de la IA no se 
reduzca a obtener respuestas.  

En lugar de intentar impedir por completo que 
niños y adolescentes utilicen estas herramien-
tas, recomendó enseñarles a evaluar activa-
mente los contenidos que generan. 

No obstante, la propuesta supone una forma 
diferente de interactuar con estas tecnologías.  

Los estudiantes deben aprender a cuestionar 
las suposiciones de los chatbots, identificar po-
sibles lagunas en sus razonamientos, comparar 
las respuestas con otras fuentes y analizar có-
mo podrían modificarse ante distintas circuns-
tancias. Según el documento, la IA debería ser 
abordada menos como una “máquina de res-
puestas” y más como una herramienta que pue-
de ser probada, desafiada y utilizada para 
aprender de manera continua. 

 
Interacción y evidencia 
El informe incluyó un conjunto de recomenda-
ciones basadas en evidencia dirigidas a fami-
lias, educadores, legisladores y desarrolladores.  

Entre ellas, se planteó priorizar herramientas 
que favorezcan conocimientos y habilidades 
duraderos y que puedan ser aplicados por los 
estudiantes en otros contextos, en lugar de va-
lorar las aplicaciones por sus características 
más llamativas. 

Al mismo tiempo, se recomendó que la partici-
pación de los adultos sea un componente funda-
mental de la implementación de tecnología edu-

cativa y que se invierta en investigación capaz de 
acompañar el ritmo del cambio tecnológico. 

La cuestión también alcanza a quienes des-
arrollan y adoptan estas herramientas.  

Para la APA, la responsabilidad principal de 
demostrar que los productos tecnológicos utili-
zados con fines educativos cuentan con res-
paldo científico corresponde a las empresas 
que los desarrollan y a las instituciones que de-
ciden incorporarlos. 

Los desarrolladores, según el informe, deberí-
an estar en condiciones de demostrar que sus 
productos mejoran efectivamente el aprendizaje.  

Las escuelas y los distritos, por su parte, de-
berían exigir evidencia creíble e independiente 
antes de invertir en tecnología educativa. 

Así, la discusión deja de centrarse únicamen-
te en cuánto interactúa un estudiante con una 
herramienta y pasa a considerar qué conoci-
mientos y habilidades logra construir a partir de 
esa experiencia. 

Para las familias, la APA plantea una reco-
mendación concreta: observar y preguntar. Ob-
servar qué sucede realmente en la pantalla y 
prestar atención a cuánto de la experiencia está 
destinado a actividades como vestir persona-
jes, seleccionar accesorios, obtener recompen-
sas o responder a imágenes intermitentes.  

Además, preguntar a docentes, directivos, 
responsables de educación infantil o autorida-
des escolares si existe evidencia creíble e inde-
pendiente de que una determinada aplicación 
favorece el aprendizaje. 

En este contexto, el criterio propuesto por 
el informe busca desplazar la atención des-
de las características visibles de la tecnolo-
gía hacia los resultados que puede sostener en 
el tiempo.  

La pregunta ya no es solamente si un niño o 
adolescente participa de una experiencia digi-
tal sino qué puede hacer con aquello que 
aprendió cuando la pantalla deja de ser el con-
texto de la actividad. 
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Tecnología aplicada a la educación:  
cuando participar no siempre implica aprender

La Asociación Estadounidense de Psicología advirtió de que la interacción con aplicaciones y herramientas 
digitales no constituye, por sí misma, una evidencia de incorporación de conocimientos
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La frase del día

“No romantizo con los chicos que salen con un arma, pero lo 
que creo que está pésimo es que hay como una sensación de  
que con esta ley le vamos a dar seguridad a la gente. Yo soy  
del Conurbano, y con esta ley no vamos a crear más seguridad”.

Marta Pascual, titular del Juzgado de Responsabilidad Penal Juvenil N° 2  

de Lomas de Zamora (Buenos Aires), al explicar por qué suspendió por 60 días  

la nueva legislación que reduce la edad de imputabilidad.


